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Acta N° 472 de septiembre 16 de 2009
Dentro del término previsto por el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, procede la Sala a resolver la consulta de la sanción que por desacato impuso el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad a la Subdirectora de Atención a la Población Desplazada de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional –Acción Social-, Claudia Viviana Ferro Buitrago, dentro de la acción de tutela que a la entidad le promovió Ana Myrian Moreno Asprilla.
De la revisión de los folios que conforman el incidente, aparece palmario que el juzgado de conocimiento tramitó un amparo judicial promovido por Ana Myrian  Moreno Asprilla contra la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional –Acción Social-, en la que se le ordenó a la Subdirectora de Atención a la Población Desplazada, doctora Claudia Viviana Ferro Buitrago, en el fallo del 25 de febrero de 2009, entregar en forma prioritaria y completa, en un término de 48 horas contadas a partir de la notificación respectiva, los componentes de la ayuda humanitaria previstos en la ley a la demandante. 

Según esta última hasta ahora no se ha cumplido la orden. Ante esa circunstancia se inició el respectivo incidente de desacato en el que se ordenó correr el traslado de rigor a la mencionada subdirectora, que ejerce en la ciudad de Bogotá D.C.; no obstante, la notificación respectiva se surtió con la secretaria de la Unidad Territorial de Risaralda, Johanna Grisales Zornoza (f. 9, c. 1 - f. 4, c. 2).
Como no se obtuvo ninguna respuesta, se declaró que aquella incurrió en desacato y se le impusieron las condenas de multa y arresto.

Se ordenó la consulta de la sanción y ahora se procede a decidir, previas estas: 
CONSIDERACIONES

Es cierto que el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 establece que frente al incumplimiento de un fallo de tutela proceden las sanciones de arresto y multa por desacato.  Pero, como esa misma norma prevé, el trámite a surtir es incidental y dentro de él, sin duda alguna, debe preservarse el debido proceso, que lleva inherente el derecho a la defensa,  que parte del supuesto claro de que la sanción, en caso de ser procedente, se imponga previo cumplimiento efectivo de todas las etapas que a él conciernen, pues no es posible desconocer en este trámite el referido derecho fundamental, del que también son titulares los demandados en una acción de tutela o en el posterior desacato.  

De no ser así, se estaría atentando contra esa prerrogativa de quien siendo el llamado a cumplir con la orden impuesta en una acción constitucional, resulte sancionado por su incumplimiento, sin haberle dado, en forma efectiva, la oportunidad de controvertir la cuestión.

Se afirma lo anterior, porque desde la sentencia misma y al momento de dar inicio al trámite de desacato, se dejó en claro que en quien recaía la orden de amparo constitucional y sujeta a su cumplimiento era Claudia Viviana Ferro Buitrago, en su calidad de Subdirectora de Atención a la Población Desplazada, con lo que se dejó sentado que era con ella, en forma directa, con quien debía surtirse desde un inicio la fase de notificación, por cualquier medio expedito, del auto que dio génesis al incidente cuya revisión nos ocupa. Sin embargo, como da cuenta la foliatura, tal acto se surtió con una empleada de la entidad accionada en esta ciudad, no obstante que para enterar a la interesada de la sanción, sí se le remitió, a ella directamente, oficio a su sede de trabajo en la ciudad capital del país (f. 19 y 21).
Si, entonces, fue a dicha Subdirectora Nacional y no a otro funcionario, empleado o dependencia a la que se le ordenó cumplir con lo decidido en la sentencia de protección constitucional, no se ve la razón que justifique surtir una notificación como la que aquí se hace resaltar por medio de otra persona que, si bien hace parte integral de la estructura de la entidad demandada, no por ello se asegura que puso en conocimiento de la sancionada la actuación. 
Así que, no obstante la urgencia evidente que tiene la señora Ana Myrian Moreno Asprilla para que se resuelva definitivamente su situación, ello no puede dar al traste con los derechos de las demás personas involucradas en la acción, y por eso es deber del juzgado de conocimiento, una vez le sea devuelta esta actuación, encauzar el incidente de desacato como corresponde asegurándose de que a quien se mandó acatar la orden constitucional le sea notificado en debida forma el auto que abrió el incidente que en su contra se ha promovido.
Conduce lo anterior a que el auto consultado deba ser revocado.
DECISIÓN

En mérito de lo dicho, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Civil-Familia, REVOCA el auto consultado; en su lugar, se abstiene de imponer sanciones por desacato a la Subdirectora de Atención a la Población Desplazada de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional –Acción Social-, doctora Claudia Viviana Ferro Buitrago.
Vuelva la actuación al juzgado de origen para que de inmediato se provea de acuerdo con lo dicho en la parte motiva.
Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                        CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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